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   RECURSO DE REVISIÓN 1130/2021-2 SICOM.
COMISIONADO PONENTE: 

LIC. JOSÉ ALFREDO SOLIS RAMÍREZ
ENTE OBLIGADO:

SECRETARIA PARTICULAR DEL GOBERNADOR.

San Luis Potosí, San Luis Potosí. Acuerdo del Pleno de la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública, correspondiente a la Sesión Extraordinaria 19 diecinueve de enero de 2022 dos mil veintidós.  
VISTOS, para resolver, los autos del recurso de revisión identificado al rubro; y
R E S U L T A N D O:

PRIMERO. Solicitud de acceso a la información pública. Según consta en el Sistema de Comunicación con los Sujetos Obligados, de la Plataforma Nacional de Transparencia con folio 240470621000024 el 18 dieciocho de octubre de 2021 dos mil veintiuno, la Secretaría Particular del Gobernador, recibió una solicitud de acceso a la información requiriendo lo siguiente:

“Solicito información acerca de la nueva Dirección General de Ayudantía y Protocolo del Ciudadano Gobernador, creada por el gobernador Ricardo Gallardo Cardona, solicito la siguiente información, en que consiste este nueva dirección, de cuanto personal estará integrado, y que funciones desempeñaran cada uno de sus integrantes, cuanto será el pago de los servicios de cada uno de los integrantes de esta nueva dirección de acuerdo a su función y de que rubro de cubrirán sus servicios.” (sic). 

SEGUNDO. Respuesta a la solicitud de acceso a la información pública. El 03 tres de noviembre de 2021 dos mil veintiuno, el sujeto obligado consta que, a través del Sistema de Comunicación con los Sujetos Obligados de la Plataforma Nacional de Transparencia, otorgó respuesta al escrito de solicitud del recurrente de la manera siguiente:

“Referente a la lectura de su solicitud, adjunto al presente se anexa Decreto Administrativo mediante el cual se modifica el diverso por el cual se establece la estructura orgánica dela Unidad Administrativa de la Secretaría Particular del Gobernador del Estado y se reglamente su funcionamiento, publicado el pasado día 15 de Octubre del 2021, en el cual se agrega la Dirección General de Ayudantía y Protocolo y se especifica las atribuciones y obligaciones de la misma.” (sic) 

Aunado a lo anterior, el sujeto obligado adjuntó un archivo digital denominado “240470621000024.pdf”, en el cual realizó la entrega del documento en formato digital del oficio número SP/26/2021, emitido el tres de noviembre de dos mil veintiuno, por medio del cual el la Unidad de Transparencia manifestó lo siguiente:
“referente a la lectura de su solicitud, adjunto al presente se anexa decreto administrativo mediante el cual se modifica el diverso por el cual se establece la estructura Orgánica de la unidad administrativa de la Secretaría particular del gobernador del Estado y se reglamente su funcionamiento,  publicado el pasado día 15 de octubre del 2021, en el cual se agrega la Dirección General de ayudantía y protocolo y se especifica las atribuciones y obligaciones de la misma. […]”.

Asimismo, exhibe el decreto administrativo mediante el cual se modifica el diverso por el cual se establece la estructura Orgánica de la unidad administrativa de la Secretaría particular del gobernador del Estado y se reglamenta su funcionamiento publicado el 15 de octubre de 2021 en la edición extraordinaria del Periódico Oficial del Estado.

TERCERO. Interposición del recurso. El 11 once de noviembre de 2021 dos mil veintiuno, la hoy recurrente interpuso el presente medio de impugnación a través del Sistema de Comunicación con los Sujetos Obligados de la Plataforma Nacional de Transparencia, mismo que quedó presentado el 12 doce de noviembre de 2021 dos mil veintiuno ante oficialía de partes de esta Comisión; mediante el cual señaló como inconformidad lo siguiente:

“se evade dar la información específica que se solicita , dando como respuesta a un decreto de modificación cuando no responde a lo solicitado” (sic).
CUARTO. Trámite del recurso de revisión ante esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública. Mediante auto de 16 dieciséis de noviembre de 2021 dos mil veintiuno, la Presidencia de esta Comisión tuvo por recibido el recurso de revisión que hoy nos ocupa, por lo que razón de turno toco conocer a la ponencia de la Comisionada José Alfredo Solis Ramírez, por lo que se le turnó dicho expediente bajo el número 1130/2021-2 SICOM, para que procediera, previo análisis a su admisión o desechamiento según fuera el caso. 

QUINTO. Auto de admisión y trámite. El 23 veintitrés de noviembre de 2021 dos mil veintiuno, el Comisionado Ponente acordó la admisión del recurso de recisión por actualizarse la hipótesis de las fracciones IV y V del artículo 167 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, tuvo como ente obligado a la SECRETARÍA PARTICULAR DEL GOBERNADOR DEL ESTADO, A TRAVÉS DE SU TITULAR, POR CONDUCTO DEL TITULAR DE LA UNIDAD DE TRANSPARENCIA, en lo sucesivo sujeto obligado. 

Se puso a disposición de las partes el expediente para que en un plazo máximo de 7 siete días manifestaran lo que a su derecho conviniera –ofrecer pruebas y alegar–. 


Por lo tanto, el ponente apercibió al sujeto obligado de que en caso de ser omisos para manifestar lo que a su derecho conviniera respecto del presente recurso, este Órgano Garante resolvería únicamente con base en las documentales que obraran en autos.


SEXTO. Rendición del informe de los sujetos obligados. Con fecha 07 siete de enero de 2022 dos mil veintidós, esta Comisión tuvo por recibido un oficio número SP/UT/54/2021, emitido el nueve de diciembre de dos mil veintiuno, por la Titular, así como por la Encargada de la Unidad de Transparencia, ambas de la Secretaría Particular del Gobernador, del Estado de San Luis Potosí, con 01 un anexo que al mismo acompañó, mediante el cual se le tuvo por realizando en tiempo y forma las manifestaciones que a su derecho estimó convenientes y por ofreciendo las pruebas documentales que acompañó a su oficio de mérito. 

De esta manera, el informe de merito que remite el sujeto obligado refiere lo siguiente:

“…TERCERO: cómo es el procedimiento acostumbrado al tratamiento de las solicitudes hechas a través de la plataforma nacional de transparencia SISAI y su respuesta por la misma vía, se digitalizó la resolución administrativa de la solicitud constante de 01 foja (s) útiles, misma que fue enviada por esa vía el día 03 de noviembre de 2021 al solicitante. en esta resolución se notificó e informó lo que de manera textual se cita en lo conducente[…] para corroborar lo anteriormente señalado, en cumplimiento del artículo 183 y 184 de la ley de transparencia y acceso a la información pública del Estado, adjunto el presente copia simple de lo siguiente:

1) acuse de recibido de la solicitud de acceso a la información pública marcada con el número de Folio 240470621000024, acuerdo de resolución administrativa con número de oficio SP/26/2021 con su anexo, acusó de envío del sistema electrónico de solicitudes de información. haciendo un total de 06 fojas útiles.

la información específicamente solicitada refiere a un área de reciente creación a la fecha de la solicitud, por lo tanto se entregó el decreto administrativo mediante el cual se modifica el diverso por el cual se establece la estructura Orgánica de la unidad administrativa de la Secretaría particular del gobernador del Estado y su funcionamiento, publicado el 15 de octubre de 2021. en el cual se agrega a la estructura la Dirección General de ayudantía y protocolo misma que no había producido, creado, generado Y/O es pedido información, y aún no se generaban las adecuaciones jurídicas administrativas y presupuestales necesarias de dicha dirección. al momento toda información se encuentra reservada en el acta AR/002/2021.”
Aunado a lo anterior, el sujeto obligado anexó a su oficio exhibido en vía de informe, las documentales consistentes en:

1. copia certificada del acuse de recibo de la solicitud de acceso a la información pública registrada con el número de Folio 240470621000024, presentado el día 18 de octubre de 2021; decreto administrativo mediante el cual se modifica el diverso por el cual se establece la estructura Orgánica de la unidad administrativa de la Secretaría particular del Gobierno del Estado y se reglamenta su funcionamiento; oficio número SP/26/2021, emitido el 03 de noviembre de 2021 por la unidad de transparencia del sujeto obligado.

Asimismo, se tuvo a la parte recurrente por omiso en hacer manifestaciones respecto a lo que a su derecho conviniera. 

Por lo que, en el contexto del mismo proveído se declaró cerrado el periodo de instrucción y se procedió a elaborar el proyecto de resolución respectivo y se ordenó ampliar el plazo para resolver el presente asunto.

  C O N S I D E R A N D O

PRIMERO. Competencia. Esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública es competente para conocer del presente asunto, de acuerdo con los artículos 6, párrafo cuarto, apartado A, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 17, fracción III, párrafo tercero, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí; 27, primer párrafo, 34, fracciones I y II, 35, fracción I, y 175 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública de este Estado. 

SEGUNDO. Procedencia. El recurso de revisión es procedente en términos del artículo 166 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública, en virtud de que fue interpuesto en tiempo y se encuentran satisfechos los requisitos que establece la misma; asimismo el recurrente se inconformó en contra de la respuesta a su solicitud de información por parte del sujeto obligado.

TERCERO. Caso Concreto. En la solicitud de acceso a la información, el hoy recurrente solicitó a la SECRETARÍA PARTÍCULAR DEL GIBERNADOR, DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ; a saber: 

“Solicito información acerca de la nueva Dirección General de Ayudantía y Protocolo del Ciudadano Gobernador, creada por el gobernador Ricardo Gallardo Cardona, solicito la siguiente información, en que consiste este nueva dirección, de cuanto personal estará integrado, y que funciones desempeñaran cada uno de sus integrantes, cuanto será el pago de los servicios de cada uno de los integrantes de esta nueva dirección de acuerdo a su función y de que rubro de cubrirán sus servicios.” (sic)

Como respuesta a la solicitud, el sujeto obligado otorgo respuesta de la siguiente forma:

“Referente a la lectura de su solicitud, adjunto al presente se anexa Decreto Administrativo mediante el cual se modifica el diverso por el cual se establece la estructura orgánica dela Unidad Administrativa de la Secretaría Particular del Gobernador del Estado y se reglamente su funcionamiento, publicado el pasado día 15 de Octubre del 2021, en el cual se agrega la Dirección General de Ayudantía y Protocolo y se especifica las atribuciones y obligaciones de la misma.” (sic) 

Aunado a lo anterior, el sujeto obligado adjuntó un archivo digital denominado “240470621000024.pdf”, en el cual realizó la entrega del documento en formato digital del oficio número SP/26/2021, emitido el tres de noviembre de dos mil veintiuno, por medio del cual el la Unidad de Transparencia manifestó lo siguiente:

“referente a la lectura de su solicitud, adjunto al presente se anexa decreto administrativo mediante el cual se modifica el diverso por el cual se establece la estructura Orgánica de la unidad administrativa de la Secretaría particular del gobernador del Estado y se reglamente su funcionamiento,  publicado el pasado día 15 de octubre del 2021, en el cual se agrega la Dirección General de ayudantía y protocolo y se especifica las atribuciones y obligaciones de la misma. […]”.
Inconforme con lo anterior, el hoy recurrente señaló; a saber: 

“se evade dar la información específica que se solicita , dando como respuesta a un decreto de modificación cuando no responde a lo solicitado” (sic).

Por su parte, mediante su escrito de informe sujeto obligado reiteró la respuesta otorgada en un primer momento; asimismo, realizó diversas manifestaciones respecto a la clasificación de la información generada hasta el momento de la expedición del oficio remitido en vía de informe.

Por lo expresado con antelación, este órgano colegiado considera de relevancia el realizar un esquema con el cual se pueda desglosar lo solicitado con la información entregada, en tanto que de inconformidad presentada por la parte recurrente, fue expresada en el sentido De ser una respuesta incongruente, Por lo que se inserta como sigue:
	SOLICITUD
	RESPUESTA

	“Solicito información acerca de la nueva Dirección General de Ayudantía y Protocolo”:
“en que consiste este nueva dirección”
	Decreto administrativo mediante el cual se modifica el diverso por el cual se establece la estructura orgánica de la Unidad Administrativa de la Secretaría Particular del Gobernador del Estado y su funcionamiento, publicado el 15 de octubre de 2021 en el Periódico Oficial del Estado:
“El área que brinde protección al Ciudadano Gobernador ha sido considerada como una Unidad Administrativa o Unidad de Apoyo necesaria para administrar programas especiales que el titular del Poder Ejecutivo requiera”.

	“Solicito información acerca de la nueva Dirección General de Ayudantía y Protocolo”:
“de cuanto personal estará integrado”. 
	El sujeto obligado manifestó que la información solicitada se encuentra contenida en el Decreto Administrativo publicado el 15 de octubre de 2021 en el Periódico Oficial del Estado, por el cual se modifica la estructura orgánica de la Secretaria Particular del Gobernador; asimismo, a través del oficio número SP/UT/54/2021, manifestó que al ser una unidad de reciente creación, en su momento no se había generado la información solicitada, sin embargo, la misma, actualmente se encuentra clasificada como reservada bajo el numero de acuerdo AR/002/2021.

	“Solicito información acerca de la nueva Dirección General de Ayudantía y Protocolo”:
que funciones desempeñaran cada uno de sus integrantes
	El sujeto obligado manifiesta que la información solicitada se encuentra en el Decreto administrativo mediante el cual se modifica el diverso por el cual se establece la estructura orgánica de la Unidad Administrativa de la Secretaría Particular del Gobernador del Estado y su funcionamiento, publicado el 15 de octubre de 2021 en el Periódico Oficial del Estado; lo anterior en su artículo 10 CUATER

	“Solicito información acerca de la nueva Dirección General de Ayudantía y Protocolo”:

“cuanto será el pago de los servicios de cada uno de los integrantes de esta nueva dirección de acuerdo a su función”
	El sujeto obligado manifestó que la información solicitada se encuentra contenida en el Decreto Administrativo publicado el 15 de octubre de 2021 en el Periódico Oficial del Estado, por el cual se modifica la estructura orgánica de la Secretaria Particular del Gobernador; asimismo, a través del oficio número SP/UT/54/2021, manifestó que al ser una unidad de reciente creación, en su momento no se había generado la información solicitada, sin embargo, la misma, actualmente se encuentra clasificada como reservada bajo el número de acuerdo AR/002/2021.

	“Solicito información acerca de la nueva Dirección General de Ayudantía y Protocolo”:

“de que rubro de cubrirán sus servicios”.
	El sujeto obligado manifestó que la información solicitada se encuentra contenida en el Decreto Administrativo publicado el 15 de octubre de 2021 en el Periódico Oficial del Estado, por el cual se modifica la estructura orgánica de la Secretaria Particular del Gobernador; asimismo, a través del oficio número SP/UT/54/2021, manifestó que al ser una unidad de reciente creación, en su momento no se había generado la información solicitada, sin embargo, la misma, actualmente se encuentra clasificada como reservada bajo el número de acuerdo AR/002/2021.



QUINTO. Estudio de fondo. Derivado de lo anterior, se advierte que la resolución resolverá si, el sujeto obligado otorgó la respuesta al solicitante, en apego a lo establecido por la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, en relación con las características que deben contener los actos administrativos, 

Una vez precisado lo anterior, resulta menester esclarecer lo establecido en la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, respecto de la primera parte del agravio hecho valer por el ahora recurrente, situación que es posible advertir de los artículos 3°, fracción XIII y 4°, de la citada Ley, los cuales a la letra dicen:

“[…]

ARTÍCULO 3°. Para los efectos de la presente Ley se entenderá por:
[…]
XIII. Documento: oficios, acuerdos, correspondencia, directivas, circulares, minutas, expedientes, reportes, estudios, contratos, actas, convenios, resoluciones, instructivos, memorandos, notas, estadísticas, sondeos, encuestas, expresiones y representaciones materiales que den constancia de un hecho o acto del pasado o del presente, de las entidades y de las personas en el servicio público en el ejercicio de sus funciones; o cualquier otro registro que documente la existencia y actividades de los sujetos obligados, sin excepción de su fuente, tipo o fecha de elaboración. Los documentos pueden ser papeles escritos, o en cualquier medio o formato impreso, sonoro, electrónico, fotográfico, gráfico, visual, holográfico, electrónico o digital; 

[…]

ARTÍCULO 4°. El derecho humano de acceso a la información comprende solicitar, investigar, difundir, buscar y recibir información. Toda la información generada, obtenida, adquirida, transformada o en posesión de los sujetos obligados es pública y accesible a cualquier persona en los términos y condiciones que se establezcan en la Ley General; en los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte; la esta Ley; y la normatividad aplicable en sus respectivas competencias, sólo podrá ser clasificada excepcionalmente en los términos que fija la ley.”

Con lo anterior transcrito es posible determinar que, para el efecto de la materia, los documentos son toda manifestación o representación material (pudiendo ser también digital) que genere una constancia de las actividades pasadas o presentes que sean realizadas por los sujetos obligados; del mismo modo señala, que el Derecho de Acceso a la Información es la prerrogativa que poseen todos los seres humanos, por poseer la calidad de Humano, para acceder a la información generada, obtenida, adquirida, trasformada y/o en posesión de los sujetos obligados, pues esta será publica accesible para cualquier persona, dentro de los términos y condiciones que establezca la Ley en la materia

Por otra parte, los artículos 11 y 12, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública, señalan respecto del Acceso a la Información Pública lo siguiente:

“[…]

Artículo 11. Toda la información en posesión de los sujetos obligados será pública, completa, oportuna y accesible, sujeta a un claro régimen de excepciones que deberán estar definidas y ser además legítimas y estrictamente necesarias en una sociedad democrática. 

[…]

Artículo 12. Toda la información pública generada, obtenida, adquirida, transformada o en posesión de los sujetos obligados es pública y será accesible a cualquier persona, para lo que se deberán habilitar todos los medios, acciones y esfuerzos disponibles en los términos y condiciones que establezca esta ley; La Ley General; así como demás normas aplicables.

[…]”

Así, conforme a lo anterior, el sujeto obligado deberá asegurarse de que toda la información que este posea, se encuentre completa, oportuna y accesible, para que esta se encuentre disponible al público; esto pues, toda la información que es generada, obtenida, adquirida, transformada o que se encuentre en posesión de los sujetos obligados es pública, es decir, que deberá encontrase a disposición de quien desee consultarla, para lo que se deberán habilitar los medios necesarios para su acceso, de conformidad con lo establecido en las leyes aplicables.

Por su parte, los numerales 18, 19 y 20 de la multicitada ley de la materia establecen:

“[…]

ARTÍCULO 18. Los sujetos obligados deberán documentar todo acto que derive del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones.

ARTÍCULO 19. Se presume que la información debe existir si se refiere a las facultades, competencias y funciones que los ordenamientos jurídicos aplicables otorgan a los sujetos obligados.

En los casos en que ciertas facultades, competencias o funciones no se hayan ejercido, se debe motivar la respuesta en función de las causas que motiven la inexistencia.

ARTÍCULO 20. Ante la negativa del acceso a la información o su inexistencia, el sujeto obligado deberá demostrar que la información solicitada está prevista en alguna de las excepciones contenidas en esta Ley o, en su caso, demostrar que la información no se refiere a alguna de sus facultades, competencias o funciones.

[…]”

Conforme a lo arriba transcrito, se plantea que los sujetos obligados deberán documentar todo acto que derive de sus facultades o atribuciones; por ende, sí de sus atribuciones se advierte que está en condiciones de generar cierta documentación, se entenderá que la información existe, por lo cual debe fundamentar y motivar las razones por las cuales, en su caso, no ejerció dichas facultades; asimismo, en caso de la negativa al acceso a la información, el sujeto obligado debe demostrar que la información solicitada no corresponde a alguna de sus facultades o funciones. 

Ahora, la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública, establece en su artículo 24, las obligaciones que debe acatar el sujeto obligado, para el cumplimiento de sus objetivos, del cual se inserta, para su análisis, lo correspondiente a la fracción I, como sigue: 

“[…]

ARTÍCULO 24. Para el cumplimiento de los objetivos de esta Ley, 

los sujetos obligados deberán cumplir con las obligaciones siguientes, según corresponda, de acuerdo a su naturaleza:

I. Constituir el Comité de Transparencia, las unidades de transparencia y vigilar su correcto funcionamiento de acuerdo a su normatividad interna;

[…]”

De lo arriba transcrito es posible advertir que el sujeto obligado, para el cumplimiento de sus deberes de transparencia, se encuentra obligado a constituir un Comité de Transparencia y vigilar su adecuado funcionamiento; además, la multicitada Ley de la materia, señala en su artículo 52, algunas de las facultades que poseen los Comités de Transparencia que los Sujetos Obligados deben constituir para el cumplimiento de los objetivos de la Ley, articulo que a la letra reza:

“[…]

ARTÍCULO 52. Cada Comité de Transparencia tendrá las siguientes funciones:

I. Instituir, coordinar y supervisar, en términos de las disposiciones aplicables, las acciones y los procedimientos para asegurar la mayor eficacia en la gestión de las solicitudes en materia de acceso a la información;

II. Confirmar, modificar o revocar las determinaciones que en materia de ampliación del plazo de respuesta, clasificación de la información y declaración de inexistencia o de incompetencia realicen los titulares de las áreas de los sujetos obligados; 

III. Ordenar, en su caso, a las áreas competentes que generen la información que derivado de sus facultades, competencias y funciones deban tener en posesión o que previa acreditación de la imposibilidad de su generación, exponga, de forma fundada y motivada, las razones por las cuales, en el caso particular, no ejercieron dichas facultades, competencias o funciones;

IV. Establecer políticas para facilitar la obtención de información y el ejercicio del derecho de acceso a la información;

V. Promover la capacitación y actualización de los servidores públicos o integrantes adscritos a las unidades de transparencia;

VI. Crear programas de capacitación en materia de transparencia, acceso a la información, accesibilidad y protección de datos personales, para todos los servidores públicos o integrantes del sujeto obligado;

VII. Recabar y enviar a la CEGAIP, de conformidad con los lineamientos que esta expida, los datos necesarios para la elaboración del informe anual;

VIII. Solicitar y autorizar la ampliación del plazo de reserva de la información a que se refiere el artículo 115 de la presente Ley;

IX. Realizar los trámites y gestiones necesarios ante las instituciones u organismos públicos que corresponda que corresponda (sic), para cumplir con sus funciones;

X. Aprobar el Programa Anual de Acciones de Mejoramiento de la Transparencia que le presente la unidad de transparencia de la entidad pública de que se trate, mismo que servirá para evaluar el desempeño de los servidores públicos en la materia;

XI. Elaborar el informe anual que cada sujeto obligado deberá enviar a la CEGAIP, en el que se dé cuenta de la aplicación de esta Ley, y

XII. Las demás que se desprendan de la normatividad aplicable.

[…]”

Conforme a lo anterior, los sujetos obligados tendrán un comité de transparencia que cuenta la función de instruir coordinar y supervisar las acciones y procedimientos para asegurar la mayor eficacia en la gestión de las solicitudes en materia de acceso a la información, confirmar modificar o revocar las determinaciones tendientes a la declaración de inexistencia de la información solicitada ordenar a las áreas competentes que genera la información que derivado de sus facultades competencias y funciones deben poseer o que preveía acreditación de la imposibilidad de su generación, expongan de manera fundada y motivada los motivos y circunstancias que le impidieron generar dicha información, entre otras.


Así entonces, resulta necesario precisar las competencias establecidas en la ley de la materia a fin de esclarecer sí en efecto el sujeto obligado posee la facultad competencia o atribución que le permitan generar poseer administrar o conservar la información solicitada por la parte recurrente.

La Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de San Luis Potosí, a través de su artículo 7º
, establece que el gobernador del Estado tendrá un Secretario Particular así como el personal que considere necesario para el desempeño de sus funciones; por lo cual es preciso analizar lo que el efecto establece el Decreto Administrativo Mediante el cual se Establece la Estructura Orgánica de la Unidad Administrativa de la Secretaría Particular del Gobernador del Estado y se Reglamenta su Funcionamiento, de conformidad con lo siguiente:
Artículo 1º.- El presente ordenamiento es reglamentario del artículo 7º de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de San Luis Potosí y tiene por objeto regular las funciones del Secretario Particular del Gobernador del Estado, así como establecer la unidad de apoyo para la atención, trámite y acuerdo de los asuntos que correspondan al despacho del Gobernador del Estado, así como normar y fijar la estructura, organización y funciones administrativas

de la misma.

La Secretaría Particular estará a cargo del Secretario Particular del Gobernador del Estado y se auxiliará con las Direcciones Generales y de Área, así como con el personal de apoyo necesario, con base en el Presupuesto Anual de Egresos autorizado.
[…]
Artículo 2°.- para los efectos del presente decreto, la unidad de apoyo recibe la denominación de Secretaría particular del gobernador del Estado y tienen como propósito fundamental fungir como unidad coordinadora de aquellas actividades que tienen que ver con los asuntos que merezcan la atención directa del gobernador Del Estado.

[…]
Artículo 4º- La Secretaría Particular contará con la siguiente estructura:

I. Secretaría Particular;

II. Dirección General de Giras y Eventos, de la que a su vez dependen:

a) Dirección de Giras; y

b) Dirección de Eventos

III. Dirección General Ejecutiva, de la que a su vez dependen:

a) Dirección Administrativa;

b) Dirección de Relaciones Públicas;

c) Dirección de Gestión y Atención Ciudadana;

d) Coordinación de Archivos; y

e) Unidad de Información Pública

IV. Dirección General de Ayudantía y Protocolo.
[…]

Artículo 10 CUATER.- La persona titular de la Dirección General de Ayudantía y Protocolo del Ciudadano Gobernador, tendrá las siguientes facultades:

I. Establecer comunicación y acuerdo con el Secretario Particular de la Oficina del Gobernador del Estado, con el fin de conocer la agenda de trabajo del Titular del Poder Ejecutivo Estatal, y determinar los requerimientos para su realización;

II. Planear, programar, organizar y dirigir los servicios de seguridad del Gobernador del Estado para el desempeño de sus actividades diarias;

III. Planear, programar, organizar y dirigir los servicios de seguridad y transportación que requiera el Gobernador del Estado, su familia y los servidores públicos e invitados especiales que se le instruya, en coordinación con las demás corporaciones públicas de seguridad federales, estatales y municipales cuando así se requiera; 

IV. Establecer, organizar y coordinar los vínculos necesarios con las dependencias federales, estatales y municipales a fin de instrumentar la logística y el protocolo a seguir en los eventos en los que participa el Gobernador del Estado, así como de sus invitados especiales;

V. Definir y difundir entre las dependencias y entidades del Gobierno Estatal, las prácticas protocolarias a seguir en la organización y desarrollo de las giras y eventos, conforme a la naturaleza de cada uno de ellos;

VI. Proporcionar y coordinar el apoyo que soliciten las dependencias y entidades del Gobierno Estatal para la organización de giras y eventos relacionados con sus respectivos ámbitos de competencia, en los que participe el Gobernador del Estado;

VII. Mantener informado al Secretario Particular de la Oficina del Gobernador del Estado respecto del desarrollo de las funciones encomendadas al área a su cargo;

VIII. Realizar las demás funciones que, conforme al ámbito de competencia del área a su cargo, le encomienden expresamente el Gobernador del Estado, el Secretario Particular de la Oficina del Gobernador del Estado, y el Secretario de Gobierno, así como aquellas que expresamente le establezcan otros ordenamientos legales; 

IX. Dirigir, coordinar y supervisar cuando así sea el caso, al personal asignado por otras Dependencias del Gobierno del Estado para el cumplimiento de las labores encomendadas al área; y 

X. Estas funciones son enunciativas, más no limitativas.
De los numerales transcritos con antelación, se colige que la Secretaría particular del gobernador Del Estado de San Luis Potosí tiene como propósito fundamental fungir como unidad coordinadora de las actividades que requieran la atención directa del gobernador del Estado; Asimismo establece la estructura que debe tener la secretaria particular, de la cual de conformidad con la fracción IV, del artículo 4°, se encuentra la Dirección General de ayudantía y protocolo y por último de los numerales transcritos es posible observar las facultades y competencias con las que cuenta la unidad antes señalada; por lo cual es posible señalar quién la información otorgada por el sujeto obligado únicamente corresponde a la primera parte de la solicitud presentada por la parte recurrente. 

En relatadas circunstancias, la respuesta otorgada por el sujeto obligado resulta en incompleta, por lo cual es preciso atender a las manifestaciones pronunciadas por el sujeto obligado, por las cuales señaló la inexistencia de la información (por ser una unidad administrativa de nueva creación) al momento de la presentación de la solicitud de acceso a la información pública de la que derivo el presente recurso de revisión.

Razón la anterior, por la que resulta preciso señalarle al sujeto obligado lo que al efecto establecen los artículos 151, 160 y 161, de la ley de la materia establece, respecto a la información que deben entregar los obligados, así como el procedimiento a realizar en aquellos casos en que la información se encuentre como desaparecida o en su caso, no generada, lo siguiente:

ARTÍCULO 151. Los sujetos obligados deberán otorgar acceso a los Documentos que se encuentren en sus archivos o que estén obligados a documentar de acuerdo con sus facultades, competencias o funciones en el formato en que el solicitante manifieste, de entre aquellos formatos existentes, conforme a las características físicas de la información o del lugar donde se encuentre así lo permita. 
Artículo 160. Cuando la información no se encuentre en los archivos del sujeto obligado, el Comité de Transparencia: 

I. Analizará el caso y tomará las medidas necesarias para localizar la información; 

Il. Ordenará, siempre que sea materialmente posible, que se genere o se reponga la información en caso de que esta tuviera que existir en la medida que deriva del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones, o que previa acreditación de la imposibilidad de su generación, exponga de forma fundada y motivada, las razones por las cuales en el caso particular no ejerció dichas facultades, competencias o funciones, lo cual notificará al solicitante a través de la Unidad de Transparencia, y 

III. Ordenará, siempre que sea materialmente posible, que se genere o se reponga la información en caso de que ésta tuviera que existir en la medida que deriva del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones, o que previa acreditación de la imposibilidad de su generación, exponga de forma fundada y motivada, las razones por las cuales en el caso particular no ejerció dichas facultades, competencias o funciones, lo cual notificará al solicitante a través de la Unidad de Transparencia, y

IV. Notificará al órgano interno de control o equivalente del sujeto obligado quien, en su caso, deberá iniciar el procedimiento de responsabilidad administrativa que corresponda.

ARTÍCULO 161. La resolución del Comité de Transparencia que confirme la inexistencia de la información solicitada contendrá los elementos mínimos que permitan al solicitante tener la certeza de que se utilizó un criterio de búsqueda exhaustivo, además de señalar las circunstancias de tiempo, modo y lugar que generaron la inexistencia en cuestión y señalará al servidor público responsable de contar con la misma. 

[…]”

Los numerales transcritos establecen que para cumplimiento de lo establecido en la Ley de la materia, cada sujeto obligado deberá contar con un Comité de Transparencia, el cual podrá declarar la inexistencia de la información que el sujeto obligado tenía facultad, competencia o función de generar, pero que no se encuentra en sus archivos, para lo cual deberá seguir el procedimiento establecido en la Ley; asimismo, que en caso de que sea necesaria la declaración formal de inexistencia, la resolución que declare la inexistencia de la información, deberá contar con algunas características fundamentales, entre las cuales se encuentra: 1. Realizar las gestiones necesarias para localizar la información; 2. Ordenará la reposición de la información siempre que esto sea posible, o que previa acreditación de la imposibilidad de su reposición exponga de manera fundada y motivada las razones por las cuales en el caso en concreto no ejerció dichas facultades; 3. Notificará a la unidad administrativa que corresponda, para la posible imposición de una responsabilidad administrativa

Por lo anterior, resulta concluyente que el sujeto obligado posee las facultades para contener la información solicitada por la parte recurrente; por lo cual, él mismo se encontraba obligado a que, al mismo tiempo en el que notificaba la respuesta primigenia exhibiera el acuerdo por el cual declara la inexistencia de la información solicitada, manifestando las razones motivos y fundamentos por los cuales la misma no había sido generada, así como demostrar la búsqueda exhaustiva establecidas en el artículo 161 de la ley de transparencia del Estado.
Por otra parte, el sujeto obligado a través del informe rendido mediante oficio número SP/UT/54/2021, manifestó que la información solicitada por la parte recurrente se encuentra reservada bajo el acta AR/002/2021, por lo cual este órgano garante considera menester aclarar lo siguiente:

También, es importante señalar lo establecido en los artículos 113, 114, 117, 118, 122, 123, 125, 127, 128, 129 fracción X y 130, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, a saber:

ARTÍCULO 113. Las figuras jurídicas de excepción al derecho de acceso a la información pública, son las de información reservada, e información confidencial. 

ARTÍCULO 114. La clasificación es el proceso mediante el cual el sujeto obligado determina que la información en su poder actualiza alguno de los supuestos de reserva o confidencialidad, de conformidad con lo dispuesto en el presente Título. 

Los supuestos de reserva o confidencialidad previstos en las leyes deberán ser acordes con las bases, principios y disposiciones establecidos en esta Ley y, en ningún caso, podrán contravenirla. 

Los titulares de las Áreas de los sujetos obligados serán los responsables de clasificar la información, de conformidad con lo dispuesto en, la Ley General y esta Ley.

[…]

ARTÍCULO 117. En los casos en que se niegue el acceso a la información, por actualizarse alguno de los supuestos de clasificación, el Comité de Transparencia deberá confirmar, modificar o revocar la decisión. 

Para motivar la clasificación de la información y la ampliación del plazo de reserva, se deberán señalar las razones, motivos o circunstancias especiales que llevaron al sujeto obligado a concluir que el caso particular se ajusta al supuesto previsto por la norma legal invocada como fundamento. Además, el sujeto obligado deberá, en todo momento, aplicar una prueba de daño. 

Tratándose de aquella información que actualice los supuestos de clasificación, deberá señalarse el plazo al que estará sujeto la reserva. 

ARTÍCULO 118. En la aplicación de la prueba de daño, el sujeto obligado deberá justificar que: 

I. La divulgación de la información representa un riesgo real, demostrable e identificable de perjuicio significativo al interés público; 

II. El riesgo de perjuicio que supondría la divulgación supera el interés público general de que se difunda, y 

III. La limitación se adecua al principio de proporcionalidad y representa el medio menos restrictivo disponible para evitar el perjuicio.

[…]

ARTÍCULO 122. Los sujetos obligados no podrán emitir acuerdos de carácter general ni particular que clasifiquen Documentos o información como reservada. La clasificación podrá establecerse de manera parcial o total de acuerdo al contenido de la información del Documento y deberá estar acorde con la actualización de los supuestos definidos en el presente Título como información clasificada. 

En ningún caso se podrán clasificar Documentos antes de que se genere la información. 

La clasificación de información reservada se realizará conforme a un análisis caso por caso, mediante la aplicación de la prueba de daño. 

ARTÍCULO 123. Los lineamientos generales que emita el Sistema Nacional en materia de clasificación de la información reservada y confidencial y, para la elaboración de versiones públicas, serán de observancia obligatoria para los sujetos obligados.

[…]

ARTÍCULO 125. Cuando un Documento contenga partes o secciones reservadas o confidenciales, los sujetos obligados, para efectos de atender una solicitud de información, deberán elaborar una Versión Pública en la que se testen las partes o secciones clasificadas, indicando su contenido de manera genérica y fundando y motivando su clasificación.

[…]

ARTÍCULO 127. Se considerará reservada aquélla información que conforme a los procedimientos previstos en esta Ley, determinen los comités de transparencia de cada sujeto obligado mediante el acuerdo correspondiente.

ARTÍCULO 128. El acuerdo que clasifique la información como reservada deberá contener, cuando menos: 
I. La fuente y el archivo donde se encuentra la información; 

II. La fundamentación y motivación del acuerdo;

III. El documento, la parte o las partes de los mismos, que se reservan; 

IV. El plazo por el que se reserva la información; 
V. La designación de la autoridad responsable de su protección; 

VI. Número de identificación del acuerdo de reserva; 

VII. La aplicación de la prueba del daño; 

VIII. Fecha del acuerdo de clasificación, y 

IX. La rúbrica de los miembros del Comité.

ARTÍCULO 129. Como información reservada podrá clasificarse aquella cuya publicación:

[…]

X. Vulnere la conducción de los Expedientes judiciales o de los procedimientos administrativos seguidos en forma de juicio, en tanto no hayan causado estado;

ARTÍCULO 130. Las causales de reserva previstas en el artículo anterior se deberán fundar y motivar, a través de la aplicación de la prueba de daño a la que se hace referencia en el presente Título.

De acuerdo a lo anterior, las figuras de excepción a la entrega de información son la clasificación de la información como reservada y como confidencial; establece que la “clasificación” es el proceso por el cual el sujeto obligado determina que la información que tiene en su resguardo contiene elementos necesarios para actualizar los supuestos que la Ley de la materia establece, para considerar que se encuentran en las excepciones para su entrega y publicidad, siendo el titular del área responsable de clasificar como confidencial o reservada la información; de tal forma que, para motivar la clasificación de la información o la ampliación del plazo de reserva, será necesario señalar las razones, motivos o circunstancias especiales que le llevaron a concluir que el caso particular se ajusta al supuesto previsto por la norma legal invocada como fundamento, aplicando en todo momento una prueba de daño (precisada a supra líneas).

Así pues, en la aplicación de la prueba de daño, el sujeto obligado deberá justificar que la divulgación de la información representa un riesgo real, demostrable e identificable con el que se cause in perjuicio al interés público; que el riesgo supera el interés público general de que se difunda la información; y, que la limitación se adecua al principio de proporcionalidad y que con esto se causa en menor perjuicio, señalando el plazo por el cual se mantendrá clasificada la información. 

Por su parte los artículos 143, 151 y 159 de la multicitada Ley de la  materia, establecen lo siguiente:

“ARTÍCULO 143. Las Unidades de Transparencia de los sujetos obligados deberán garantizar las medidas y condiciones de accesibilidad para que toda persona pueda ejercer el derecho de acceso a la información, mediante solicitudes de información y deberá apoyar al solicitante en la elaboración de las mismas, de conformidad con las bases establecidas en el presente Título.
[…]

ARTÍCULO 151. Los sujetos obligados deberán otorgar acceso a los Documentos que se encuentren en sus archivos o que estén obligados a documentar de acuerdo con sus facultades, competencias o funciones en el formato en que el solicitante manifieste, de entre aquellos formatos existentes, conforme a las características físicas de la información o del lugar donde se encuentre así lo permita. 
En el caso de que la información solicitada consista en bases de datos se deberá privilegiar la entrega de la misma en Formatos Abiertos

[…]

ARTÍCULO 154. La respuesta a la solicitud deberá ser notificada al interesado en el menor tiempo posible, que no podrá exceder de diez días, contados a partir del día siguiente a la presentación de aquélla. 

Excepcionalmente, el plazo referido en el párrafo anterior podrá ampliarse hasta por diez días más, siempre y cuando existan razones fundadas y motivadas, las cuales deberán ser aprobadas por el Comité de Transparencia, mediante la emisión de una resolución que deberá notificarse al solicitante, antes de su vencimiento. 

Los sujetos obligados, al otorgar respuesta a una solicitud de acceso a la información, con independencia de su sentido, harán del conocimiento del solicitante sobre el medio de defensa que le asiste para inconformarse, así como el plazo para su interposición, conforme a lo establecido por esta Ley.

[…]

ARTÍCULO 159. En caso de que los sujetos obligados consideren que los documentos o la información deba ser clasificada, se sujetará a lo siguiente: 

El Área deberá remitir la solicitud, así como un escrito en el que funde y motive la clasificación al Comité de Transparencia, mismo que deberá resolver para: 

I. Confirmar la clasificación; 

II. Modificar la clasificación y otorgar total o parcialmente el acceso a la información, y 

III. Revocar la clasificación y conceder el acceso a la información. 

El Comité de Transparencia podrá tener acceso a la información que esté en poder del Área correspondiente, de la cual se haya solicitado su clasificación. 

La resolución del Comité de Transparencia será notificada al interesado en el plazo de respuesta a la solicitud que establece el artículo 154 de la presente Ley.

Conforme a los preceptos legales arriba insertados, las Unidades de Transparencia de los Sujetos Obligados tienen la obligación de garantizar las medidas necesarias para que todas las personas puedan ejercer su derecho de acceso a la información; se establece que los sujetos obligados deberán otorgar acceso a los documentos que se encuentren en sus archivos, o que deban poseer de acuerdo a sus funciones o facultades, información que deberá ser entregada en caso de ser solicitada antes de los 10 días hábiles siguientes a la presentación de la solicitud; y, que en caso de que estos determinen que la información deba ser clasificada, estos deberán remitirla al Comité de Transparencia, para que este resuelva en uno de tres sentidos (confirmar la clasificación, revocarla, o modificarla), debiendo notificar en su caso, la resolución por la cual confirma la clasificación, al interesado según lo establecido en la ley.  
Del artículo 122 se desprende que los sujetos obligados no podrán emitir acuerdos de carácter general ni particular que clasifiquen información como reservada. Dicha clasificación podrá hacerse parcial o total de acuerdo al contenido de la información del documento y deberá estar acorde con la actualización de los supuestos establecidos en la Ley, siempre deberá llevarse a cabo la aplicación de la prueba de daño; por su parte el articulo 123 señala que es obligatoria la observancia de los Lineamientos generales que emita el Sistema Nacional en materia de clasificación de la información reservada y confidencial y, para la elaboración de versiones públicas.
Ahora bien, el 125 establece que cuando un documento contenga partes o secciones reservadas o confidenciales, los sujetos obligados deberán elaborar una versión pública para atender las solicitudes de información, indicando de manera genérica la información contenida en dicho documento. 

Por otro lado, el artículo 128 de la Ley de la materia, establece los elementos mínimos del acuerdo que clasifique la información como reservada, los cuales son: la fuente y el archivo en que se encuentra la información, la fundamentación y motivación del acuerdo, el documento o la parte o partes que se reservan, el plazo de reserva, la aplicación de la prueba de daño, la fecha del acuerdo de clasificación y la rubrica de los miembros del comité. Y del 130 se advierte que las causales de reserva se fundamentan y motivan a través de la aplicación de la prueba de daño.

Por lo escrito supra líneas, este órgano considera que, sí en el caso en concreto la información existe y atendiendo al principio de máxima publicidad, lo conducente sería que el sujeto obligado entregue de manera congruente y exhaustiva una respuesta a la parte recurrente, en la cual mediante un acuerdo de reserva elaborado de conformidad con lo establecido en la ley de transparencia y acceso a la información pública así como los lineamientos para la clasificación y desclasificación de la información así como para la elaboración de versiones públicas, se le otorga certeza de que la información solicitada actualiza una causal de excepción para la entrega de la información generada por sujetos obligados.
Así entonces, se advierte que el sujeto obligado, al momento de emitir la respuesta primigenia a la solicitud de información Lo hizo alejado de los principios de congruencia y exhaustividad que en efecto establece la normativa que rigen los actos administrativos en el estado de San Luis Potosí, por la que es preciso citar al presente recurso el artículo 164 y 165 del Código de Procedimientos Administrativos del Estado de San Luis Potosí vigente en el cual se precisan los requisitos del acto administrativo, a saber:

“ARTICULO 164º. Son elementos del acto administrativo:  

I. Ser expedido por autoridades competentes, a través de servidor público u órgano colegiado facultados para tal efecto, y en términos de las disposiciones jurídicas aplicables;  

II. Que su objeto esté previsto por el ordenamiento jurídico aplicable, determinado o determinable y preciso en cuanto a las circunstancias de tiempo y lugar;  

III. Cumplir con la finalidad de interés público, derivado de las normas jurídicas que regulen la materia;  

IV. Constar por escrito, indicando la autoridad de que emana;  

V. Estar fundado y motivado;  

VI. Ser expedido sin que medie error de hecho o de derecho sobre el objeto, causa o motivo, o fin del acto y su emisión, y  

VIII. Ser expedido sin que medie dolo o violencia en su emisión. ” sic 

“ARTICULO 165º. Son requisitos del acto administrativo: 

I. Que cumpla con las formalidades del procedimiento;  

II. Que se encuentre adecuadamente fundado y motivado.  

III. Expedirse de manera congruente con lo solicitado y resolver expresamente todos los puntos propuestos por el interesado o previstos por las normas;  

IV. Ser expedido señalando lugar y fecha de emisión;  

V. Tratándose de actos administrativos que deban notificarse deberá hacerse mención de la oficina en que se encuentra y pueda ser consultado el expediente respectivo, y  

VI. Tratándose de actos administrativos recurribles, deberá mencionarse el recurso que proceda y el término con que se cuenta para interponerlo, así como la autoridad ante la cual puede ser presentado. 

De los preceptos legales transcritos, se desprende que para que un acto sea considerado válido debe ser expresado de manera congruente y exhaustiva a fin de atender las solicitudes presentadas para su atención, es decir que los actos administrativos deben pronunciarse respecto de cada uno de los aspectos señalados en las promociones presentadas por la ciudadanía de forma tal que sea exhaustiva la respuesta otorgada, mientras que por congruencia se entiende que efectivamente de atención a lo solicitado. 

Resulta aplicable a lo anterior, lo señalado por el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales, con número de registro 02-17, el cual a la letra señala: 

“Congruencia y exhaustividad. Sus alcances para garantizar el derecho de acceso a la información. De conformidad con el artículo 3 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, de aplicación supletoria a la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública, en términos de su artículo 7; todo acto administrativo debe cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad. Para el efectivo ejercicio del derecho de acceso a la información, la congruencia implica que exista concordancia entre el requerimiento formulado por el particular y la respuesta proporcionada por el sujeto obligado; mientras que la exhaustividad significa que dicha respuesta se refiera expresamente a cada uno de los puntos solicitados. Por lo anterior, los sujetos obligados cumplirán con los principios de congruencia y exhaustividad, cuando las respuestas que emitan guarden una relación lógica con lo solicitado y atiendan de manera puntual y expresa, cada uno de los contenidos de información.” 

Conforme a lo anterior, todo acto administrativo debe cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad, entendiendo por el primero, que exista una concordancia entre lo solicitado y lo que el sujeto obligado haya otorgado como respuesta), mientras que la exhaustividad hace referencia a que la información haya sido formulada para acatar cada una de las pretensiones del interesado.
Aunado a lo anterior, aún y cuando el sujeto obligado pretendió complementar su respuesta primigenia mediante informe de ley, en la especie no se encuentra demostrado que diera a conocer al solicitante dicha información, pues no existe copia fotostática certificada que pruebe la existencia de su original, es decir, la constancia de notificación certificada del correo electrónico que le fue enviado al recurrente a efecto de hacerle de conocimiento tales manifestaciones.
En tal virtud, por más que la autoridad haya rendido su informe en el sentido de complementar su respuesta a la solicitud de información del recurrente, lo cierto es que esta Comisión de Transparencia debe tener la certeza, no sólo de qué información o respuesta le dio a la solicitud de acceso a la información pública, sino además debe tener la certidumbre de que efectivamente esa información llegó al correo electrónico del solicitante y, como quedó visto, no se demostró que el recurrente realmente se allegara de tal información, máxime que tampoco remite aquellas constancias que acrediten la búsqueda exhaustiva de la información peticionada y por tanto que avalen su dicho, es decir, las gestiones necesarias realizadas para dar respuesta a lo solicitado, es por ello que lo manifestado por la autoridad no resulta suficiente.

De ahí que, por más que el sujeto obligado haya otorgado respuesta al solicitante en un inicio y, además pretenda complementar su respuesta mediante informe de ley, lo cierto es que no se desprende la constancia de notificación de dicha información, esto es, que resultó un argumento que no  hizo del conocimiento del ahora recurrente en la respuesta impugnada, por lo que es necesario aclarar al sujeto obligado que el informe de ley no es la vía para que los sujetos obligados mejoren su respuesta, tan es así, que no remitió prueba documental alguna para acreditar tal circunstancia, es decir, que no adjuntó al informe de cuenta la constancia de notificación realizada al solicitante.
Así las cosas, por todo lo anteriormente expuesto, esta Comisión concluye que resulta fundado el agravio hecho valer por el recurrente en el recurso de revisión que hoy nos ocupa, por lo que resulta procedente que el Sujeto obligado notifique una nueva resolución en la cual contemple lo establecido en la presente resolución, dando observancia a lo señalado en el último considerando de la presente resolución.
6.2. Sentido de esta resolución.

En las condiciones anotadas, lo procedente es que esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública de conformidad con el artículo 175, fracción III, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado modifica el acto impugnado, y conmina al sujeto obligado para efectos de que:

· Entrega la parte recurrente la información correspondiente a “[…] cuánto será el pago de los servicios de cada uno de los integrantes de esta nueva dirección de acuerdo a su función y qué rubro de cubrirán sus servicios” lo anterior, en un rango de percepción, de manera generalizada.
· En su caso, entregue el acuerdo de reserva elaborado de conformidad con lo establecido en la ley de la materia, así como en los lineamientos para la clasificación y desclasificación de la información así como para elaboración de versiones públicas.
· De ser posible, entregue la información solicitada en versión pública.
6.3. Precisiones de esta resolución.


De conformidad con la última parte del artículo 175 de la Ley de Transparencia está Comisión de Transparencia establece los siguientes términos para el cumplimiento de la resolución.

· En cuanto a lo ordenado, se reitera que la información debe de entregarse en la modalidad solicitada.
6.4. Plazo de diez días hábiles para el cumplimento de esta resolución.

Con fundamento en el artículo 175 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, este órgano colegiado le concede al sujeto obligado el plazo de diez días para la entrega de la información, plazo que es el que está Comisión de Transparencia considera que es suficiente, ya que es el máximo autorizado por el citado precepto.

6.5. Informe sobre el cumplimento a la resolución dentro del plazo de tres días hábiles.

De conformidad con el artículo 177, segundo párrafo, el sujeto obligado deberá de informar a esta Comisión de Transparencia el cumplimento a la presente resolución en un plazo que no deberá de exceder de tres días siguientes a los diez días que tiene para la entrega de la información en donde justificará con los documentos necesarios el cumplimento a lo aquí ordenado.
 6.6. Medida de apremio en caso de incumplimiento a la resolución.

Esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública apercibe al ente obligado que, en caso de no acatar la presente resolución, podrá ser acreedor de alguna de las medidas de apremio establecidas en el artículo 190 de la Ley de Transparencia, en virtud de que este órgano colegiado debe de garantizar el debido cumplimiento al derecho humano de acceso a la información pública.  

RESOLUTIVOS 

Por lo expuesto y fundado, SE RESUELVE:

UNICO. Esta Comisión Estatal de Garantía y Acceso a la Información Pública modifica la respuesta del ente obligado por los fundamentos y las razones desarrolladas en el considerando sexto de la presente resolución.
Notifíquese; por oficio a las autoridades y a la recurrente por el medio que designó.

Así, por unanimidad de votos lo resolvió la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública, integrada por los Comisionados Licenciados Mariajosé González Zarzosa, David Enrique Menchaca Zúñiga, Presidente, José Alfredo Solis Ramírez, siendo ponente el último de los nombrados, quienes, en unión de la Licenciada Rosa María Motilla García, Secretaria de Pleno que da fe, firman esta resolución.    
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� ARTICULO 7o.- El Gobernador del Estado contará con un Secretario Particular y el personal de apoyo que sea necesario, para la atención, trámite y acuerdo de los asuntos que correspondan a su despacho.





